MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA EL CONVENIO Nº 98, DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO.
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M E N S A J E  Nº  232-336/

















A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.


Honorable Cámara de Diputados:





	El Supremo Gobierno ha decidido someter a la aprobación del H. Congreso Nacional el Convenio Nº 98, aprobado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, en su trigésima segunda reunión congregada en Ginebra el 8 de junio de 1949.





	Este instrumento integra el grupo de Convenios Internacionales que se relacionan con derechos humanos.  La Organización Internacional del Trabajo ha reiterado permanentemente a los Estados Miembros la importancia que éstos ratifiquen los Convenios aprobados por la Conferencia que se relacionan con tales derechos.





		Dichos Convenios son el Nº 29, sobre Trabajo Forzoso; el Nº 87, sobre Libertad de Sindicación; el Nº 98 sobre Derechos de Sindicación y de Negociación Colectiva; el Nº 100 sobre Igualdad de Remuneraciones; el Nº 105 sobre Abolición del Trabajo Forzoso; el Nº 111 sobre Discriminación (Empleo y Ocupación); y el Nº 138 sobre la Edad Mínima.





		De los citados Convenios, Chile tiene ratificados sólo los Convenios Nº 29, 200 y 111.





		El presente Convenio ha sido ratificado por 133 países, al 31 de diciembre de 1996, entre ellos todos los países Sudamericanos, excepto Chile.





		El contenido y doctrina básica del Convenio se encuentra en sus 6 primeros artículos, siendo todos los restantes normas de implementación y vigencia del Instrumento.





		La Legislación Chilena en la materia que aborda este Convenio, independientemente de los perfeccionamientos de que pueda ser objeto, se amolda, en términos generales, a los criterios básicos que fluyen de esta normativa internacional.





		El artículo 1º dispone que los trabajadores deben gozar de adecuada protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical en relación con su empleo.





		Dicha protección debe ejercerse especialmente contra todo acto que tenga por objeto sujetar el empleo de un trabajador a la condición de que no se afilie a un sindicato o a la de dejar ser miembro de un sindicato; o bien despedir a un trabajador o perjudicarlo en cualquier forma a causa de su afiliación sindical o de su participación en actividades sindicales fuera de las horas de trabajo o, con el consentimiento del empleador, durante las horas de trabajo.





		La legislación chilena da debido cumplimiento a este precepto del Convenio Internacional a través de las siguientes normas:





		a)	Los preceptos contenidos en los Libros III y IV del Código del Trabajo, que sancionan las prácticas antisindicales o desleales;





		b)	La norma contenida en el artículo 215 del Código del Trabajo que, con similar terminología, repite el texto del instrumento internacional al expresar: "No se podrá condicionar el empleo de un trabajador a la afiliación o desafiliación a una organización sindical.  Del mismo modo se prohibe impedir o dificultar su afiliación, despedirlo o perjudicarlo, en cualquier forma por acusa de su afiliación sindical o de su participación en las actividades sindicales.".





		Ante nuestra normativa, pues, la realización de actos que configuren alguna de las conductas prohibidas por el señalado artículo 215 del Código del Trabajo son nulas, de nulidad absoluta, por ilicitud del objeto.





		c)	Por último, deben señalarse los preceptos legales que regulan el fuero de los dirigentes sindicales contenidos en el Código del Trabajo.





		El artículo 2º del Convenio previene que "las organizaciones de trabajadores y de empleadores deberán gozar de adecuada protección contra todo acto de injerencia de unas respecto de las otras, ya se realice directamente o por medio de sus agentes o miembros, en su constitución, funcionamiento o administración".





		Se consideran actos de injerencia en el sentido de este artículo -agrega el Convenio-, principalmente las medidas que tiendan a fomentar la constitución de organizaciones de trabajadores dominadas por un empleador, o una organización de empleadores, o a someter económicamente, o en otra forma, organizaciones de trabajadores, con objeto de colocar estas organizaciones bajo el control de un empleador o de una organización de empleadores.





		A este precepto dan cumplimiento las minuciosas normas contenidas en el Capítulo IX del Título I del Libro III del Código del Trabajo, que sanciona las prácticas desleales en la negociación colectiva y de su sanción.





		Por lo demás, estas normas laborales, vienen a ser una aplicación del principio general de derecho que inspira nuestra legislación que es la buena fe, en los términos generales que a ella alude el artículo 1456 del Código Civil.





		El artículo 3º del Convenio, por su parte, dispone que "deberán crearse organismos adecuados a las condiciones nacionales, cuando ello sea necesario, para garantizar el respeto al derecho de sindicación definido en los artículos precedentes".





		Al respecto debe señalarse que no es necesaria la creación de nuevos organismos, pues serán los Jueces en lo Laboral, los encargados de velar por el respeto al derecho de sindicación, en conformidad al procedimiento especial previsto en el artículo 292 del Código del Trabajo, que los faculta para apreciar la prueba, en conciencia, al conocer de una práctica desleal o antisindical y los obliga a solicitar un informe de fiscalización a la respectiva Dirección Regional del Trabajo, constituyendo los hechos constatados una presunción legal para el Magistrado.





		Debe agregarse que el Nº 19 del artículo 19 de la Constitución Política eleva a rango de garantía constitucional la libertad sindical y el artículo 22 de la misma, que regula el Recurso de Protección, señala que ésta es una de las garantías protegidas por la acción cautelar de protección.





		En seguida, el artículo 4º del Convenio dispone que "deberán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales, cuando ello sea necesario, para estimular y fomentar entre los empleadores y las organizaciones de empleadores, por una parte, y las organizaciones de trabajadores, por otra, el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación colectiva voluntaria, con el objeto de reglamentar por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo".





		El sistema jurídico nuestro, de derecho escrito, consulta para el efecto las normas que regulan el derecho a negociar colectivamente.





		La Constitución Política, en el Nº 16 del artículo 19, dispone que "la negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los trabajadores".





		Luego, el Libro IV del Código del Trabajo, alude a tres formas de negociación: la no reglada, la que en principio puede realizarse en cualquier nivel; la reglada, que sólo se puede desarrollar al nivel de las empresas; y por último, la supra empresa, con carácter facultativo para los empleadores y que reconoce como sujeto laboral a dos o más sindicatos de distintas empresas, un sindicato interempresa, o una federación o confederación sindical.





		Esta normativa sobre niveles debe entenderse complementada, para los efectos del análisis del artículo del instrumento internacional, con las normas a que se ha hecho referencia sobre sanción de las prácticas desleales en la negociación colectiva, a que se refieren los artículos 382 y siguientes del Código del Trabajo.





		Interesa destacar la norma contenida en el artículo 329 del Código del Trabajo que se refiere a la respuesta que debe dar el empleador  al proyecto del contrato colectivo, el cual, agrega el precepto, "acompañará, además los antecedentes necesarios para justificar las circunstancias económicas y demás pertinentes que invoque".





		El artículo 5º del Convenio, en su número 1º, dispone que "la legislación nacional deberá determinar el alcance de las garantías previstas en el presente Convenio en lo que se refiere a su aplicación a las fuerzas armadas y a la policía".





		Atendido lo dispuesto en el Nº 4 del inciso cuarto del artículo Nº 62 de la Constitución Política, la fijación de remuneraciones del personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad se fijan por ley de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.





		El instrumento internacional permite esta exclusión, toda vez que difiere a la legislación nacional el alcance de sus preceptos a las fuerzas armadas y la policía.





		El artículo 6º del Convenio, finalmente, dispone que él "no trata de la situación de los funcionarios públicos en la Administración del Estado y no deberá interpretarse, en modo alguno, en menoscabo de sus derechos o de su estatuto".





		La preceptiva internacional, en cuanto se refiere a negociación colectiva, no es aplicable a los funcionarios de la Administración del Estado, atendido el claro tenor del precepto transcrito.  Sobre la materia, el Organismo Internacional aprobó posteriormente un Convenio, el Nº 151, que se encuentra sometido a la consideración del H. Congreso Nacional.








		En mérito de lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente














P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:








"ARTICULO UNICO.-	Apruébase el Convenio Nº 98, relativo a "la aplicación de los principios del derecho de sindicación y de negociación colectiva", adoptado por la Conferencia de la Organización Internacional del Trabajo congregada en Ginebra el 8 de junio de 1949 en su trigésima segunda reunión y adoptado con fecha 1 de julio de 1949.".








Dios guarde a V.E.,


























		EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


		Presidente de la República














	JORGE ARRATE MAC NIVEN


	Ministro del Trabajo


	y Previsión Social














		MARIA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA


		Ministra de Relaciones Exteriores (s)
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